Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 6 minutos) 


En nombre de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, damos la bienvenida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, al señor Subsecretario y a los señores asesores que los acompañan. 


El motivo por el cual los hemos invitado tiene su origen en una información que la Comisión recibió en oportunidad de haber 
concurrido a ella la representación de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay, que había solicitado ser recibida. En esa 
instancia, los representantes de AEBU expusieron sobre el conflicto planteado con la empresa de seguros ALICO, en su momento 
The Hartford. 


Por otra parte, aprovechamos la presencia del señor Ministro para considerar una segunda cuestión que, con posterioridad, le 
planteó a la Comisión la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que solicitó ser recibida para dar 
cuenta de ciertos problemas que, desde el punto de vista de los funcionarios, se estarían generando en el Ministerio. 


En principio, a la Comisión le interesaría conocer la opinión del señor Ministro con respecto a esas dos situaciones, sin perjuicio de 
poder intercambiar ideas en otros aspectos. 


SEÑORA ARISMENDI.- Quisiera agregar algunos temas que teníamos pendientes. Uno de ellos fue fruto de un intercambio con el 
Ministerio en esta misma Comisión, que tiene que ver con los trabajadores del ex Frigorífico Anglo. En aquel momento, se había 
solicitado un tiempo para reestudiar el tema. Asimismo, mantuvimos conversaciones con los integrantes del Directorio del Banco de 
Previsión Social en lo que tiene que ver con aquellos trabajadores asimilados al Frigorífico Nacional, que luego tuvieron serias 
dificultades. 


Cuando el Directorio del referido organismo concurrió a la Comisión, planteó la búsqueda de salidas y también estuvo pendiente un 
informe sobre el que la propia Asesoría Jurídica del Ministerio había estado trabajando. 


Por otra parte, en el día de ayer le señalé al señor Presidente que estuve buscando información para ver si tuvimos alguna 
respuesta con respecto al tema de los trabajadores de Cerámicas del Sur y la posibilidad de la prórroga del Seguro de Paro. 


Asimismo, estamos buscando soluciones a la situación de los funcionarios docentes de la ANEP, y al respecto pensamos que tiene 
que ser una operación conjunta de intercambio y de búsqueda de salidas entre esta Comisión -donde está planteado el tema a 
través de un proyecto de ley- y el Directorio del Banco de Previsión Social -que ya concurrió a la misma para tratar el punto- y, 
quizá, el Poder Ejecutivo. En tal sentido, tenemos que encontrar una solución a través de una ley o de un camino administrativo de 
interpretación en la órbita de la propia ANEP. Sin embargo, sería interesante contar con el punto de vista de la Asesoría del 
Ministerio a efectos de ver si el Poder Ejecutivo tendría que tener o no iniciativa, porque en un primer momento se planteó que 
debía tenerla. Se trata de un problema complejo y, como tal, sería bueno que todos volcáramos nuestras opiniones para encontrar 
un camino de solución sin incurrir en un proyecto que, aparentemente, todos manifiestan que tiene dificultades, pero que viene 
aprobado por la Cámara de Representantes también en esta Legislatura y muere siempre en la Cámara de Senadores por 
múltiples dificultades. 


Por otra parte, hay un sinnúmero de problemas que han desfilado por esta Comisión y tienen que ver con las situaciones de 
determinadas empresas, cuyos trabajadores nos han visitado, que tienen dificultades en cuanto a documentación que no está en 
regla. Por lo tanto, por esta situación, cuando los trabajadores concurren al Banco de Previsión Social, no tienen ni siquiera recibos 
para demostrar su relación laboral. En tal sentido, deberíamos trabajar junto con el Ministerio para encontrar soluciones a esos 
temas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Ministro, quisiera decir algo acerca del proyecto de ley sobre funcionarios 
docentes de la ANEP. Al respecto, la Comisión recibió al Directorio del Banco de Previsión Social, y los aspectos que crean 
dificultades fueron analizados en detalle. Como consecuencia de ello, en un principio hubo cierto consenso a propósito de una 
intervención del señor Senador Correa Freitas, quien proponía destrabar el problema otorgándole facultades a la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, por cuanto ese aspecto puntual, teniendo en cuenta ese análisis, no podía resolverse a través del proyecto de ley 
a estudio de la Comisión ni por otro medio. Quizá podríamos estudiar ese aspecto, sin perjuicio de que el señor Ministro quiera ver 
ahora todos los antecedentes, sobre todo la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión en oportunidad de recibir a los señores 
Directores del Banco de Previsión Social, que a mi juicio fue muy ilustrativa. 


SEÑOR MINISTRO..- Es un gusto concurrir a esta Comisión y participar de esta reunión de trabajo. 


Quisiera hacer algunos comentarios sobre lo que motivó nuestro llamado al señor Presidente para solicitar que la Comisión nos 
recibiera, luego de tomar conocimiento de algunas afirmaciones que se habían hecho en su seno. Creemos conveniente aclarar y 
establecer nuestro criterio, particularmente con respecto a temas que surgen de la lectura de las versiones taquigráficas de dos 
reuniones consecutivas que llevó a cabo la Comisión. 


En cuanto a la comparecencia de AEBU a esta Comisión, creo que resulta importante hacer un comentario acerca de la estrategia 
general del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en su vinculación con todas las organizaciones sindicales. 


El Ministerio tiene a su cargo una responsabilidad particularmente sensible de la gestión de Gobierno, y en la que, como en pocas 
otras áreas de actividad, se pueden dar situaciones conflictivas de todo tipo, en donde la posición que el Ministerio adopte como 
estrategia resulta de gran importancia para poder cumplir cabalmente con sus funciones. En ese entendido, ni esta Administración, 
ni ninguna otra, ni Ministerio alguno puede adoptar una posición de confrontación, de persecución o de apartamiento de una 
equidistancia entre las partes litigantes o que pueda traer dificultades en su relacionamiento, porque eso de por sí lo quitaría de su 
espacio normal para poder desarrollar sus actividades. En ese sentido hemos procurado -en algunos casos con más éxito que en 
otros- mantener un contacto permanente con la Central de Trabajadores y con las patronales. Por uno y otro lado, si bien existe una 
coordinación, también es cierto que hay una multiplicidad de organizaciones que tienen sus propias metodología y dinámica de 
trabajo. No está dentro de nuestras competencias analizar esa mecánica de trabajo, sino procurar un fluido intercambio de 
información y opiniones que permitan resolver los problemas que se presentan y adelantarse a los que puedan aparecer. 


Por parte de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay, se denunció que existirían actores privados que supuestamente 
estarían comunicando una representación en nombre del Poder Ejecutivo con respecto al desarrollo de una estrategia de 
confrontación o beligerancia con el sindicato bancario. Quiero descartar de plano esa posibilidad, porque el Ministerio no sólo no 
tiene una estrategia de ese tipo, sino que tiene una completamente contraria a la de ingresar en una confrontación con AEBU o con 
cualquier otro sindicato. Además, quien habla o cualquiera de las otras jerarquías del Ministerio no han mantenido contactos 
directos con quienes se acusa, en la versión taquigráfica, de estar llevando a cabo ese tipo de campaña. Tampoco podemos 
confirmar que esa campaña se haya llevado a cabo. 


Creo que esta es la principal aseveración y aclaración, así como el principal fundamento que podemos mantener para venir a dar 
satisfacción a las inquietudes que surgieron de parte de los señores Senadores en el transcurso de la sesión a la que hacemos 
referencia, en la que se manifestaba la necesidad de que fuera el Ministerio el que aclarara la situación. 


Con respecto a algunos otros comentarios que surgen de esa versión taquigráfica, queremos referirnos a que, particularmente con 
la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay, tenemos una relación fluida que en algunos casos hace que la participación se 
dé a través del Ministro y, en otros, por parte de las demás jerarquías del Ministerio, sobre todo del Director Nacional de Trabajo, 
quien tiene la responsabilidad delegada. Me consta que eso no sólo se traduce en intercambio de impresiones, sino también en 
realidades y, en alguna oportunidad, en resolver problemas o participar en ellos para lograr su resolución. 


En este último año calendario ha habido una participación activa del Ministerio en varios conflictos en los que ha estado la 
delegación de AEBU representando a los trabajadores de una empresa o un sector. En algunas oportunidades -por ejemplo en el 
caso de ABITAB- con AEBU se pudo llegar a un entendimiento que propició un clima dentro del cual todavía no se han agotado las 
instancias, pero en donde se ha puesto a funcionar un mecanismo de conciliación que al menos permitió destrabar una situación 
que al principio parecía complicada. 


De esta forma, también se le ha dado participación en conflictos como el de ITT Hartford, tema que estaba sobre la mesa en 
momentos en que concurrió la delegación de AEBU. En esta ocasión, a través de gestiones del Ministerio se ha llegado a acuerdos 
que han habilitado, entre otras cosas, el funcionamiento de carteleras sindicales dentro de la misma empresa. Esto ha abonado la 
posibilidad de generar los ámbitos de discusión e intermediación que permitan resolver los conflictos. 


Luego de esa convocatoria surgió el problema de Surinvest, que es de conocimiento público y ha tomado estado de prensa, 
aunque lamentablemente ha sido opacado por los episodios del lunes en los Estados Unidos. Este asunto tuvo al Ministerio en la 
primera línea desde el inicio. El 31 de agosto pasado se tomó conocimiento de que se habían producido los despidos y de que 
había una especie de ocupación "sui generis" de la empresa. En esa oportunidad, tomamos contacto con la situación a través de 
representantes del Parlamento e inmediatamente el Director Nacional de Trabajo se puso en contacto con delegados de las partes 
y con representantes del Ministerio del Interior. Se nos hizo saber que la situación estaba bajo su administración en ese momento y 
el mismo día lunes, luego de un esfuerzo de acercamiento de las partes durante todo el fin de semana, se pudo lograr la 
aproximación a una mesa de negociaciones, que si bien no tuvo resultados puntuales y concretos, generó los espacios necesarios 
como para poner a funcionar mecanismos de mediación que están incluidos dentro del propio convenio colectivo que las partes 
supieron darse. 


Respecto de este conflicto, señor Presidente, quisiera manejarme con la mayor precaución posible, dado que estamos en los 
momentos culminantes, por lo menos de una de las fases de la negociación. Tanto quien habla como el Director Nacional de 
Trabajo, mantuvieron contactos en la tarde a ayer y en la mañana de hoy para poder traer un inventario de la situación, y por ello no 
estaríamos en condiciones de poder adelantar la manera en que el conflicto se podría resolver, sin perjuicio de hacer algunos 
comentarios convenientes para transmitir la forma en que nosotros administramos esta información. 


Este es un conflicto que surge a partir del despido no preanunciado de aproximadamente el 50% de los funcionarios de uno de los 
bancos de plaza. Este es uno de los bancos que está afiliado a la Asociación de Bancos del Uruguay y cabe destacar que dentro de 
los despedidos están involucrados afiliados a la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. Por lo tanto, lo que se originó 
como un conflicto de un banco con alguno de sus empleados, termina siendo tomado, como es de estilo, por la representación de 
los trabajadores a través de AEBU y por la Asociación de Bancos. Entonces, se pone a funcionar el mecanismo previsto en el 
convenio colectivo y en esa fase, a pesar de que la participación del Ministerio no está prevista, estamos siguiendo muy de cerca 
este tema, junto con otras áreas de responsabilidad del Gobierno que pueden tener participación en el caso, como lo son el Banco 
Central o el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Sin duda, estamos frente a la situación de uno de los sectores que tiene problemas en materia laboral, en el marco general de una 
situación de caída en los niveles de actividad que repercute y tiene impacto en todos los sectores. Digo uno de los sectores, porque 
el otro es el de la salud, que tiene en marcha un mecanismo de reestructura y reformulación, que cuenta con algunos objetivos de 
los que también participa el Ministerio, procurando que el costo que se pague por la transformación sea el mínimo posible desde el 
punto de vista laboral. 


Esto sería lo que tendría para comentar respecto de lo que fue la comparecencia de AEBU y lo que nos pareció conveniente 
aclarar, en virtud de lo que surge de la lectura de la versión taquigráfica, de la relación que tenemos con la Asociación de 
Empleados Bancarios y del inventario de las situaciones que en los últimos tiempos se han presentado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para continuar con el hilo de la conversación, se me ocurre plantear algunas inquietudes. En ocasión de la 
visita de los representantes de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay, se hizo referencia a una decisión del Poder 
Ejecutivo mediante la cual se había revocado, en 1996, la anterior resolución de la Inspección General del Trabajo, frente a la que 
interpusieron un recurso de anulación que en su momento había sido tramitado en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Pregunto si el Ministerio ha tenido noticias sobre este asunto y si el Tribunal de lo Contencioso Administrativo dictó sentencia en 
este sentido. 


SEÑOR MINISTRO.- La información que tenemos es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo desestimó la demanda que 
se había presentado respecto del caso Lloyds Bank. La fecha de la expresión del Tribunal es de diciembre de 1999. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, les solicitamos una copia para adjuntarla a la versión taquigráfica. 


SEÑOR MICHELINI.- Hemos escuchado con mucho interés las palabras del señor Ministro sobre la versión taquigráfica que se le 
hizo llegar y nos parece muy bien que haga las constancias del caso. Sin embargo, no abrimos opinión, primero, porque veremos 
ambas versiones en su momento y, segundo, porque nuestro interés es avanzar en los otros temas. Reiteramos que nos parece 
bien que el señor Ministro deje sus constancias, pero la idea no es polemizar sobre lo que han trasmitido delegaciones que nos han 
visitado, y sobre las que la Comisión todavía no abrió opinión. 


SEÑOR MINISTRO.- El segundo de los temas que nos ocupa es la comparecencia a este recinto de una delegación de 
funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Si no cuento con información errónea, se verificó la solicitud de audiencia 
antes de que se destrabara una situación conflictiva que hubo con el gremio del Ministerio, en el marco general de un tema 
vinculado a los pases en comisión. 


Antes de comentar algunas cifras y ciertos temas que quiero compartir con la Comisión, quisiera hacer una pequeña génesis del 
problema. 


Cuando esta Administración asume, el Ministerio ya tenía una cantidad importante de funcionarios en calidad de pases en 
comisión. Uno de los sindicatos del Ministerio nos hizo saber su preocupación respecto de la distribución de los fondos de 
participación -los llamados proventos- ya que si no se toma alguna medida y si se incorporan nuevos funcionarios en comisión, al 
ampliar la base o la cantidad de funcionarios sobre los cuales esos proventos se distribuyen, al aumentar la cantidad de 
funcionarios en comisión la cuota parte que a cada uno de ellos le correspondería, sería menor. Nosotros entendimos, desde un 
primer momento -creo que fue la primera reunión que mantuve con los delegados del sindicato- que ese planteo era de recibo y 
resultaba justo. Nos comprometimos a resolver el problema antes de que tuviese efectos sobre lo que, justamente, se quería 
anticipar. 


Los funcionarios en comisión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tienen derecho a cobrar proventos cuando se completa 
un año de esa comisión en el Ministerio. Por lo tanto, existía un plazo -desde el 1? de marzo de 2000 hasta el 1% de marzo de 2001- 
dentro del cual los pases en comisión no iban a generar distribuciones de proventos que pudiesen afectar a los funcionarios. 
Entendimos razonable que a los funcionarios del Ministerio les preocupase este tema y, por lo tanto, pusimos a trabajar a los 
servicios del Ministerio, a fin de que encontraran una solución al tema. La solución acordada con el gremio, a fines del año 2000, 
fue la de que el Poder Ejecutivo -con la firma de este Ministro y la del señor Presidente de la República- emitiese un decreto 
reglamentario que estableciese un límite para la cantidad de funcionarios en comisión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social que tendrían derecho a cobrar proventos. De esa manera, habiendo congelado la cantidad de pases en comisión con 
derecho a recibir proventos a la fecha de asumir la nueva Administración, quedaban salvaguardados los derechos de los 
funcionarios del Ministerio. Este tema fue acordado con el gremio. 


Sobre fines del año pasado se emitió el decreto y el Presidente del Sindicato de Funcionarios del Ministerio, además de saludarnos 
por las fiestas, nos llamó para agradecernos por esa gestión. A partir de ese momento, el problema que se manejó como residual 
de ese tema resuelto estructuralmente, fue el de permitir a los funcionarios acceder a un listado que los habilitase a controlar 
quiénes eran los que percibían los proventos y cuántos eran los pases en comisión que el Ministerio tiene. La cantidad de pases en 
comisión a la fecha de asumir la nueva Administración era de 88, que es el tope que se establece en el decreto y que ampara a los 
funcionarios del Ministerio para que la cantidad porcentual que a cada uno de ellos le corresponda en materia de proventos, no se 
vea afectada por la incorporación de nuevos pases en comisión. Eso ocurrió sobre diciembre del año 2000 en un decreto que fue 
consensuado con los representantes de los trabajadores. Reitero que en lo previo a su firma recibimos esa visita sobre fines del 
año pasado y, de ahí en más, la reivindicación que se planteó giró en torno a la necesidad de contar con la información referente a 
la cantidad de pases en comisión, a fin de poder controlar lo que a mi criterio no era necesario que se controlara, porque esta tarea 
era cumplida por los propios servicios del Ministerio, es decir, la cantidad de funcionarios que en su totalidad revisten como "pase 
en comisión" en el Ministerio. Si no me equivoco, eso se verificó con una fecha posterior al 8 de mayo, ya que fue sobre fines de 
ese mes, mientras que la solicitud de entrevista de los funcionarios fue previa a la remisión de esa lista. Entonces, cuando se 
verifica la participación de los funcionarios en la Comisión, se habla en general de todos los temas, pero creo que valía la pena 
hacer esta reseña acerca de cuál era la situación respecto de ellos. 


Como de esa versión surgen algunos elementos que creo vale la pena aclarar, me voy a remitir a algunas cifras y datos respecto de 
lo que sucede en nuestro Ministerio. Este tiene 807 funcionarios propios; 29 funcionarios fuera del Ministerio, en comisión en otros 
organismos; 142 pasantes en el Instituto Nacional de Alimentación, en el marco de una serie de convenios de la Cartera; y 132 
funcionarios en comisión de otros organismos. Quiero aclarar que estas cifras son móviles, se modifican mensualmente, porque 
todos los meses existen ingresos o egresos de pases en comisión, se renuevan pasantías, se hacen nuevos contratos o se dejan 
sin efecto otros. En este sentido, la cifra menos móvil es la de los funcionarios del Ministerio, lo que también está sujeto a ajustes 
por los retiros y las redistribuciones que se pueden llegar a producir. De estos números surge, entonces, un total de 1.052 
funcionarios. A este respecto, quiero manejar un elemento que es central. En 1995, el total de funcionarios del Ministerio era de 
1.231 y en el 2001 es de 807, lo que quiere decir que hay 424 menos, lo que da un porcentaje verdaderamente importante. 


Ahora bien, respecto de esos 132 funcionarios en comisión, quiero aclarar que desde 1985 han sido un apoyo fundamental para las 
Unidades Ejecutoras del Ministerio. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social fue uno de los Incisos que en el marco del gobierno 
militar tuvieron una importante descomposición de sus cuadros técnicos. Al momento de asumir el gobierno democrático, había una 
materia muy importante para resolver y se disponía de un escaso número de profesionales que posibilitasen el desarrollo de esa 


tarea. Por eso, en la Ley de Presupuesto N* 15.809 se dispuso que los funcionarios del Banco de Previsión Social que cumplieron 
funciones en el Inciso 13 en régimen de comisión desempeñándose como miembros del Consejo de Salarios, permanecerían en el 
organismo de origen sin perjuicio de seguir prestando funciones en los referidos Consejos. Entre 1985 y 1990 hubo 96 funcionarios 
del Banco de Previsión Social en el Ministerio de Trabajo. De ese total, 31 todavía siguen cumpliendo funciones, es decir que 
estamos cerca de la tercera parte de los que originalmente se incorporaron. 


Quiero, además, hacer referencia a que estos funcionarios son, en su inmensa mayoría, profesionales universitarios -abogados- y 
se encuentran en la Dirección Nacional de Trabajo cumpliendo funciones de conciliadores. Por fuera de ese equipo profesional del 
propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en esa Dirección solo existen seis profesionales. Por lo tanto, esa Dirección, de no 
contar con el apoyo técnico de los abogados del Banco de Previsión Social, no podría cumplir sus funciones. 


Hago este comentario porque ése fue un tema que lo hablamos con el propio señor Presidente de la República cuando, en las 
primeras semanas de gestión, procedimos a dar trámite a la renovación de los pases en comisión ante una reivindicación que 
entendemos razonable realice el Banco de Previsión Social, ya que este organismo paga el sueldo de más de treinta funcionarios 
que cumplen tareas en el Ministerio. 


Esa cantidad que, comparativamente con otros Incisos, parecería ser más importante que 130 funcionarios en comisión, no sólo se 
explica a través de lo que sucede en la Dirección Nacional de Trabajo, sino también en el Instituto Nacional de Alimentación. Por el 
tipo de servicio que brinda, mantiene un contacto permanente, por ejemplo, con las Intendencias Municipales del interior, las que 
muchas veces ceden a dicho Instituto funcionarios en comisión que trabajan para el INDA pero que cumplen tareas en los mismos 
Departamentos en los que funcionan los comedores. Por lo tanto, existe una cantidad importante de funcionarios que están en 
comisión en el Ministerio, al servicio del INDA, que revisten originalmente en las Intendencias Municipales pero que, en definitiva, 
cumplen tareas de supervisión en algunos casos o de ejecución de los programas alimentarios que se hacen en régimen de 
convenio con cada una de las Comunas. A vía de ejemplo -creo que debe ser la generalidad de lo que sucede en algunas Unidades 
Ejecutoras- la casi totalidad de los funcionarios del Centro de Cómputos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social proviene de 
pases en comisión, puesto que en la Cartera no existen personas con ese perfil en materia informática, área que se ha desarrollado 
de manera importante en los últimos años y que, además, procuraremos que siga haciéndolo. Hemos podido implementar la 
planilla de trabajo con respaldo informático, lo que ha facilitado mucho la labor de fiscalización y de control del Ministerio, así como 
el trámite para los empresarios, además de otorgar a los trabajadores un mayor grado de certidumbre. Esto es así gracias a que 
hemos podido desarrollar este sector a través del Centro de Cómputos, cosa que seguiremos haciendo. En la Ley de Presupuesto 
aprobada por el Parlamento figura una partida muy importante para el Ministerio en materia de compra de equipamiento en 
computación, que obligatoriamente vendrá de la mano de la necesidad de reclutar o de capacitar a sus funcionarios para esas 
áreas. 


Asimismo, tenemos convenios con la Administración Nacional de Educación Pública. Por lo tanto, existe una desagregación de la 
cantidad de funcionarios en función de sus organismos de origen que, salvo en lo que hace al Banco de Previsión Social y a las 
Intendencias Municipales, es más o menos menor en cada uno de los Incisos de los que provienen. 


A su vez, el Ministerio tiene convenios con la Universidad del Trabajo del Uruguay, con el Instituto Nacional de la Juventud, con las 
Facultades de Ciencias Económicas y Administración, de Ingeniería y de Derecho, así como con la Universidad Católica, y así es 
que se provee de pasantes. Se trata, precisamente, de esas 142 personas que cumplen esa pasantía en un régimen de dos años 
en forma estricta. Eso ha permitido, por un lado, completar la formación universitaria de esos jóvenes profesionales y, por otro, 
descomprimir al Ministerio en la necesidad de tener apoyo técnico en materias específicas. Por esa vía, se ha contribuido, también, 
a fortalecer el grado de experiencia de los profesionales que después ingresan en el mercado laboral, específicamente en esa 
materia. 


A continuación, haré algunos comentarios finales respecto a este tema. 


De un total de 1.231 funcionarios presupuestados en 1995, se pasa a 807 en el año 2001, lo que significa una reducción del 34%. 
De los 807, debemos restar 29 funcionarios del Ministerio en comisión en otros organismos. La disminución de la plantilla de 
funcionarios no es acompañada por una disminución en las tareas del Ministerio, sino que, por el contrario, ellas han aumentado. A 
título de ejemplo, podemos mencionar la reorganización de la Dirección Nacional de Empleo, el aumento de audiencias de 
conciliación y consultas laborales en la órbita de la Dirección Nacional de Trabajo, el incremento en el número de beneficiarios 
atendidos por el Instituto Nacional de Alimentación, la creación de nuevas oficinas de trabajo en el interior de la República, sin 
perjuicio de mencionar la necesidad de contar con funcionarios que reúnan determinados perfiles, como los que mencionábamos 
respecto del tema de la computación. 


Quiero aclarar una vez más que los 132 funcionarios que están en comisión en el Ministerio no vulneran los derechos de los 
trabajadores de la Cartera y que ese amparo se dio poniendo en marcha un mecanismo acordado con los mismos funcionarios, que 
hoy está vigente. Además, la cantidad de funcionarios en comisión ha oscilado desde la reapertura democrática hasta la fecha en 
cifras del rango de las que hoy estamos manejando. Asimismo, la cantidad de pases en comisión es dinámica y, por tanto, hoy 
puede haber 132 funcionarios en esa situación, pero mañana pueden ser 134 ó 128, en función de redistribuciones que se están 
perfeccionando, del desarrollo de nuevos programas, de reestructuras que se ponen en marcha en forma permanente y del 
desarrollo de algunas Direcciones que comienzan a tener mayor campo de acción. Por ejemplo, la Junta Nacional de Empleo, que 
funciona con el apoyo técnico de la Dirección Nacional de Empleo, tiene representantes de los empresarios y de los trabajadores, 
del PIT-CNT, para aquellos casos en los que necesitan, por ejemplo, asistentes o secretarios y la mayoría de ellos surgen de pases 
en comisión. La delegación del PIT-CNT y la de los empresarios tienen pases en comisión a su servicio en la Dirección Nacional de 
Empleo. En la medida en que ésta siga desarrollando nuevos programas, al igual que el Instituto Nacional de Alimentación, será 
necesario acceder, por una u otra vía, a funcionarios con determinados perfiles que permitan hacer funcionar las Unidades 
Ejecutoras. 


Deseo aclarar una vez más que la solución del problema se hizo en acuerdo con el gremio, con el que el Director Nacional de 
Trabajo mantiene reuniones periódicas. También quiero hacer otra aclaración -quizás no sea la más importante, pero sí debe 
hacerse en forma contundente- en el sentido de que cada uno de los pases en comisión en el Ministerio cumple funciones en su 
ámbito; algunos de ellos lo hacen por dicho Ministerio en el interior del país, concretamente en las oficinas de trabajo, en los locales 
de las Intendencias Municipales que tienen delegaciones, del Instituto Nacional de Alimentación o de la Dirección Nacional de 


Empleo, tanto en la jerarquía como en los servicios técnicos de la Cartera. Por lo tanto, la figura del pase en comisión, que 
estrictamente estaría bajo la supervisión del Ministro en éste y en todos los casos, es el instrumento al cual se ha echado mano 
para resolver sus problemas funcionales. De todas formas, quiero precisar que en todos los casos se cumplen funciones y se tiene 
perfectamente identificado en cuál de las áreas o secciones del Ministerio está trabajando cada uno de los funcionarios en 
comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: como comprenderá el señor Ministro, este tema preocupa al Parlamento y ha llenado 
muchas páginas de los diarios. Obviamente, nadie quiere que el Ministerio no tenga los instrumentos para desarrollar su tarea. 
Entonces, voy a formular algunas preguntas para poder entender mejor la situación. 


Ante todo, ¿es cierto que esta cantidad de pases en comisión que el Ministerio tiene a su favor -tengo entendido que son 132- es 
móvil? 


SEÑOR MINISTRO.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Mañana tal vez podrán ser 129 ó 134, por ejemplo; entonces, me pregunto si existe una base estructural de 
estos pases en comisión que tienen más de cinco o diez años. Planteo esto porque una cosa es que haya una cantidad de tres, 
cinco o diez pases en comisión, que sea móvil, y otra diferente es que el Ministerio a estos funcionarios los necesite 
estructuralmente, por lo que habría que ver si esto no debería ser resuelto hacia el futuro -no me pregunten cómo- de tal manera 
que revistan en el Ministerio. Creo que esto es algo que hace también a la imagen del Ministerio y a la de la propia Administración 
Pública. 


Por otro lado, si no fuera así y estos pases en comisión fueran todos móviles -o, al menos, la gran mayoría de ellos- de modo que 
ninguno llegara a extenderse por un año y medio o dos -aclaro que me estoy ubicando en un escenario que en realidad no 
conozco; quizás el Ministerio hoy no pueda brindar esa información, pero el punto es que no son móviles los seis, siete o diez 
últimos, sino la mayoría- pregunto si esto es bueno o malo, y por qué ocurre, es decir, cuál es la razón. 


Al margen de esto, se dice que se redujo el número de funcionarios en 424 desde el año 1985 hasta hoy. Eso puede ser bueno, 
pero la pregunta es si en algún momento se nos puede acercar la información acerca del perfil de esos funcionarios, es decir, si se 
trataba de gente que estaba en la sección servicios y que el Ministerio ya no contrata, porque los funcionarios se han ido jubilando 
y también porque el Ministerio ha estado contratando empresas privadas para la limpieza. Sería diferente si estuviéramos hablando 
de 424 funcionarios de servicios que hoy continúa brindando el Ministerio de igual forma, viéndose aumentada su productividad, 
incluso a raíz de las nuevas tecnologías. O sea, una cosa es decir que no se gasta el dinero en tal rubro, pero sí se gasta en otro, 
independientemente de que le resulte más barato al Ministerio o de que sea más eficiente, más allá de todas las razones que 
pueda haber. No estoy discutiendo eso, pero quisiera saber a qué obedece la cifra mencionada antes. Reitero que no estoy 
pidiendo que las respuestas sean dadas necesariamente hoy. 


Voy a hacer referencia a un último tema. El Ministro ha dicho enfáticamente que todos los pases en comisión revisten en el 
Ministerio. Lo cierto es que se hicieron ciertas afirmaciones que me preocupan, independientemente de quién las haya realizado. 
Es decir, quisiera ser lo más transparente posible con respecto a este tema desde el Parlamento y también desde los Ministerios. 
Entonces, quisiera saber -y reitero que no estoy pidiendo que la información se brinde ya- no sólo de qué órgano vino cada 
funcionario, sino también qué horario hace y en qué dependencia. Y si ocurriese -porque esto podría suceder, aunque no sé si las 
normas lo habilitan o no- que algún funcionario estuviera prestando, por equis razones, algún servicio no en una dependencia del 
Estado, ni de la Administración Central, ni departamental, ¿cuáles serían los fundamentos? A su vez, sería bueno saber si, en caso 
de ser así, estaríamos hablando de un proceso transparente. Es decir, ¿habría habido una resolución del Ministro? Si así hubiera 
ocurrido, naturalmente serían excepciones, pero quedaría claro para esta Comisión el horario y la dependencia en que trabaja cada 
uno. Entonces, si hubiera alguna excepción, aunque fuera incluso hasta por problemas de instalaciones, por lo que hubiera alguna 
persona que no revistiera su horario en alguna dependencia pública, nos gustaría saber las razones de ello y si fue producto de una 
resolución formal. Creemos que en el caso de que no lo hubiera sido, sería bueno que se hiciera esa resolución. Creemos que 
sería conveniente que en esta Comisión obraran todos los detalles, más allá de que después se busque una solución a este tema 
para regularizar la situación. Partamos de la información absolutamente estricta de cuál es la realidad de hoy. 


SEÑOR MINISTRO.- El primer comentario que voy a hacer refiere a la antigiedad de los pases en comisión. La inmensa mayoría 
de ellos -en estos momentos no tengo los datos sobre la antigúedad de cada uno- hace quince años que están en comisión, porque 
se trata del grupo central de funcionarios que surgieron del Banco de Previsión Social, además de los funcionarios de todas las 
otras dependencias que están desagregados en todo el Ministerio. Ellos constituyen la base central, es decir, la más importante. Lo 
menos importante cualitativamente es el aspecto que refiere a los funcionarios que se piden en comisión cuando se hace un 
cambio de jerarquías; en esos casos, las secretarías incorporan funcionarios de confianza. Por ejemplo, mi secretaria personal es 
una funcionaria del Senado de la República que está trabajando conmigo desde hace diez años y, por lo tanto, me ha acompañado 
en las distintas funciones políticas que he cumplido. En mi secretaría, particularmente, hay algunas funcionarias que son originarias 
de otros organismos y que están en comisión en la secretaría, como secretarias del Ministro, desde hace varias administraciones; 
ellas son la memoria de la secretaría y contribuyen a mejorar la gestión de la función de sustento y apoyo al Ministro que, en 
algunos casos, es verdaderamente estresante. 


Con respecto a dónde está trabajando cada uno de los funcionarios, podemos dar la información sin ningún tipo de problema. 
Quisiera realizar un comentario que tiene que ver con el hecho de que se cumpla o no estrictamente un horario de trabajo. Esto es 
algo que sobrepasa la condición de funcionario presupuestado, contratado o en comisión. Ese control se ejerce y debe ser ejercido 
con relación a todos los funcionarios y no sólo con aquellos que se encuentran en comisión. Por consiguiente, dentro de las 
características que he señalado sobre un Ministerio que tiene en el interior 142 personas en las oficinas de trabajo -en muchos 
casos se trata de un funcionario, y en otros de dos, y son ellos los que abren y cierran el local- quizás sea difícil para la gente 
controlar en forma centralizada si se abre o no el local. De todas maneras, esa información se puede brindar. 


En lo que tiene que ver con el perfil de los funcionarios que se fueron, podremos darlo sin ningún inconveniente; y diría que también 
podríamos hacer un comentario sobre el perfil de los que tendrán que entrar, porque algunos deberán hacerlo por la vía de la 
redistribución. El Ministro ha procedido a realizar la propuesta -que fue tomada por el Parlamento- de clausura de ANSE y el 
Instituto Nacional de Abastecimiento. En cualquiera de los dos casos, habrá funciones que antes el Ministerio no cumplía y que 


ahora empezará a hacerlo, especialmente en lo que refiere a la ex Subsistencias. El Instituto Nacional de Alimentación compraba al 
Instituto Nacional de Abastecimiento la mayoría de los insumos. Ahora, este último desaparece y, por lo tanto, se ha generado la 
necesidad del desarrollo no sólo del área de compras del Instituto Nacional de Alimentación, sino también de la de depósitos, 
manejo de mercaderías, etcétera. Hay funcionarios de este último Instituto que serán redistribuidos; algunos irán al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y otros se destinarán a otras dependencias del Estado. 


Esto también se puede dar y se está dando en lo que refiere a la Inspección General del Trabajo, puesto que hay competencias 
que antes ejercía ANSE y que ahora corresponden a dicha repartición. Existe una dinámica y podemos hablar del perfil de los 400 
funcionarios que se fueron -esta es una información que podríamos remitir- lo que sería interesante para estudiar si se ha dado 
sustitución de las funciones. 


Prácticamente el Ministerio no cuenta con servicios tercerizados y lo central está a cargo de sus funcionarios. Sin embargo, 
tendremos ciertas necesidades en un futuro. Entiendo que estamos ante un tema de difícil solución. ¿Por qué no se ha procedido a 
la redistribución de estos funcionarios que son el corazón de la Dirección Nacional de Trabajo? Por la sencilla razón de que cobran 
mucho más en su organismo de origen de lo que cobrarían en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social si fueran redistribuidos. 
Por tanto, los primeros interesados en que eso no suceda son los propios funcionarios. 


Este tema implica un gran desafío y estoy dispuesto a trabajar para encontrarle una salida al problema. Lo más lógico sería que los 
funcionarios de este Ministerio y los demás fueran todos funcionarios del Inciso, con los mismos beneficios y las mismas 
prerrogativas, pero eso actualmente no se da. Por ejemplo, funcionarios del Banco de Previsión Social no cobran todos los 
proventos que perciben los del Ministerio; unos los cobran y otros no. Entonces, si bien es cierto que, por un lado, cobran más, no 
perciben la totalidad, generando en algunos casos incomodidades. Inclusive, puede darse el caso de que dos mediadores del 
Ministerio trabajen las mismas horas -que no se pagan como horas extras, aunque el Director me acota que ganan más que él- 
pero que uno gane el doble que el otro. 


Indudablemente, sobre la base de todo esto hay cierto grado de injusticia que estoy de acuerdo en que habrá que analizar. El tema 
es que las dificultades económicas hacen que, de momento, no podamos resolver la situación de la forma en que uno desearía, 
que es equiparándolos a todos en los niveles de los sueldos más elevados. 


SEÑORA ARISMENDI.- Quisiera referirme a un aspecto que, de pronto, no sea para tratar ahora. Al pasar, el señor Ministro 
mencionó un tema que me interesa mucho y sobre el que tengo algunas hipótesis o ideas de lo que está pasando y de las salidas 
que se podrían encontrar. Concretamente, me refiero a lo vinculado con el Instituto Nacional de Alimentación. 


El señor Ministro recién habló del tema de las compras y de los problemas que trajo aparejado el hecho de que primero se 
comprara por la Dirección Nacional de Subsistencias, luego se pasara al Instituto Nacional de Abastecimiento, y ahora hubiera que 
retornar -con todo lo que ello implica- a los proveedores; también mencionó otras dificultades que quedaron para resolver como 
consecuencia de las distintas transformaciones que se llevaron a cabo. 


Concretamente, en alguna oportunidad me gustaría abordar el tema del Instituto Nacional de Alimentación, en todo lo que tiene que 
ver con el trabajo de los comedores, la población y lo que significa racionalizar -esta es la hipótesis sobre la que trabajo, pero 
quizás esté equivocada- recursos que surgen por el lado del INDA, pero que en otros casos se dan a través de distintas ONGs, de 
las Intendencias o de la ANEP. Desde mi punto de vista, esto hace que haya zonas sobreatendidas -aunque en este tema nunca se 
puede decir que se sobreatiende- y otras donde no hay nada. Si bien no lo puedo demostrar, sospecho que con una determinada 
racionalización de todos esos recursos, con las mismas posibilidades económicas podríamos atender más y mejor. Esto tiene que 
ver con modificaciones que ha tenido el propio INDA -que me constan- con reestructuras que provienen de los cambios de 
jerarquías, ya que cada uno cree que puede resolver el tema de forma distinta. 


Me parece que es un asunto muy candente para el momento actual y deberíamos ser capaces de hacer un esfuerzo -en ese 
sentido nos ponemos a disposición para trabajar- porque es algo muy importante que tiene en sus manos el Ministerio y existe una 
gran urgencia -hoy lo hemos vivido de manera directa en todo el país- en resolverlo. Estoy convencida de que el Instituto debe ser 
dotado de mayores recursos, aunque esa es una discusión en la que no quiero entrar ahora; también estoy convencida de que con 
los mismos recursos se pueden hacer mejores cosas. 


SEÑOR MINISTRO.- No quiero que los señores Senadores se vean sorprendidos la semana próxima, antes de que podamos hacer 
algunos comentarios previos respecto del punto que está planteando la señora Senadora. 


Desde que asumimos y junto con las autoridades del Instituto Nacional de Alimentación, trazamos algunas líneas de acción. La 
primera de ellas, conociendo que íbamos a tener que procesar un camino de ajuste del sistema de compras al desaparecer el 
Instituto Nacional de Abastecimiento, fue tratar de dotar al INDA de capacidad propia para comprar. Este no tiene la dinámica de la 
compra directa que realizaba el Instituto Nacional de Abastecimiento, aunque cuenta con otras seguridades y garantías. Una de las 
líneas estratégicas que se ha puesto en práctica es hacer compras de mayor volumen por la vía de la licitación pública, para 
acceder a mejores precios. Al respecto, quisiera poner un ejemplo. Sólo en la compra de leche en polvo, en la licitación que hizo 
este año el Instituto Nacional de Alimentación ahorró U$S 1:000.000, de un total de U$S 7:000.000, es decir, casi el 50% de las 
adquisiciones totales que el INDA hace. Entre otras cosas esto se pudo realizar porque se asumió con los proveedores un 
compromiso de honrar determinadas formas de pago. En algunos casos, esta es una mecánica que atenta contra la posibilidad de 
cumplirlo, porque no siempre el resorte depende de uno en forma exclusiva. Sin embargo, felizmente hemos podido avanzar en 
forma notoria en la mejora de la calidad de la compra del Instituto Nacional de Alimentación. Gracias a eso podemos avanzar sobre 
la segunda fase, que es la reestructuración de nuestros programas, procurando acceder a mayor cantidad de gente, a la más 
necesitada y a una mejor calidad del producto. 


La próxima semana convocaremos a una conferencia de prensa y haremos una presentación del rediseño del Sistema de 
Comedores, que es una de las modalidades que hoy está funcionando a través del INDA. Actualmente existen comedores 
administrados por el INDA, otros por las Intendencias y otros por las ONGs, y todos los vamos a incorporar a un sistema único de 
gestión, de supervisión y de compras. De esa forma, tendremos una administración más eficiente de los recursos de que se 
dispone. 


Si se mejora por la gestión de compra y por la calidad de la prestación, también se mejorará en volumen. Nuestro objetivo primario 
es que los comedores -se denominará Sistema Nacional de Comedores- brinden seis prestaciones semanales en lugar de cinco, ya 
que vamos a incorporar el día sábado. Sabido es que en muchos de los casos -aunque no en todos- quienes acceden al servicio 
alimentario, el día sábado quedan sin la comida. Por ello, si bien no podemos cubrir el día domingo, por lo menos brindaremos el 
servicio los sábados. Vamos a comenzar con un programa piloto en algunas de las Intendencias del interior y esperamos que en un 
período de seis meses a un año esté completado para todo el sistema. 


Por otra parte, al desarrollar un sistema integral en el que juegan los convenios que se tienen con las ONGs y con las Intendencias, 
también vamos a incorporar a Intendencias que hasta el momento no tenían convenio con el Instituto, como por ejemplo las de 
Maldonado y Salto, con las que vamos a firmar en esta semana convenios del programa del Sistema Nacional de Comedores. De 
esta manera, vamos a pasar de 240.000 prestaciones a 420.000; a su vez -no tengo las cifras exactas, pero las recuerdo de 
memoria- vamos a tener un aumento del orden del 40% en la cantidad de usuarios de los comedores. Estas cifras no son poco 
atendibles. 


Hay otro tema que nos preocupa, y que fue manejado correctamente por la señora Senadora Arismendi, en el sentido de que no se 
trata solamente de llegar a más cantidad de niños y con mejor calidad de alimentos, sino llegar a los que más lo necesitan, y esta 
es la línea en la que estamos trabajando. La concentración o centralización del esfuerzo muchas veces puede atentar contra la 
capacidad de acceder a las poblaciones más vulnerables y con mayores dificultades; por lo tanto, vamos a implementar un 
segundo esquema de merenderos para niños en edad escolar, que denominaremos Red Alimentaria. En tal sentido, estamos 
explorando con éxito acuerdos y convenios con organizaciones religiosas y deportivas que trabajan o están instaladas en barrios 
marginales del departamento de Montevideo, así como en zonas rurales, lo que les permite tener acceso directo a esos chiquilines 
con mayores dificultades para completar su dieta. Es algo particularmente estimulante -como lo pudimos constatar cuando pusimos 
a funcionar algunos merenderos en el departamento de Montevideo- observar que solamente entregándoles leche en polvo, cocoa, 
harina, etcétera, las propias madres y vecinos se comprometieron con la causa y armaron un galponcito con algunas mesas para 
que los niños, después de la escuela, puedan tomar su merienda. El Ministerio o el Estado, solos, no podrían hacerse cargo del 
proceso en su totalidad si no contara con el apoyo de los que tienen contacto directo con esas necesidades. Por lo tanto, esta es 
una línea más difícil para avanzar, pero sobre la que estamos trabajando. 


Con respecto a lo que tiene que ver con el proyecto de ley de ANEP, solicito la tolerancia de la Comisión para que podamos 
estudiarlo y, más adelante, combinar otra reunión para tratar el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A través de Secretaría le haremos llegar al señor Ministro el proyecto que fuera aprobado por la Cámara 
de Representantes, así como la versión taquigráfica de la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social en que 
estuvo presente el Directorio del Banco de Previsión Social y sus asesores. 


SEÑOR MICHELINI.- El proyecto de ley del Banco de Previsión Social tiene media sanción de la Cámara de Representantes y 
cuando se trató en esta Comisión también obtuvo la mayoría de votos; sin embargo, al ingresar a la consideración del Plenario, se 
decidió reenviarlo a esta Comisión porque el propio Directorio del Banco de Previsión Social pidió ser escuchado y así se hizo. 


Lo que quiero transmitir con esto es que hay voluntad de muchos señores Senadores -no puedo transmitir si es mayoritaria o no- 
en el sentido de que ese texto modificado o un proyecto de ley nuevo, a la brevedad y con urgencia solucione el problema. Como 
podrán constatar en la versión taquigráfica, el Directorio del Banco de Previsión Social nos dijo que no encuentra el instrumento 
adecuado pero que hay voluntad política en tratar de solucionar el problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay voluntad de la Comisión del Senado, donde la votación fue mayoritaria, aunque algunos señores 
Senadores se manifestaron en contra. 


Corroborando lo que decía el señor Senador Michelini, con motivo de una nota que presentó el Directorio del Banco de Previsión 
Social en conocimiento de que el Senado iba a tratar este proyecto de ley, se resolvió devolverlo a la Comisión para escuchar al 
Directorio. En la sesión de la Comisión en que se estuvo discutiendo el tema, se llegó a la conclusión de que para poder 
destrabarlo se tendría que elaborar un proyecto de ley acorde con una propuesta que el señor Senador Correa Freitas había 
formalizado. Por lo tanto, el tema está a consideración y con mucho gusto le vamos a hacer llegar los antecedentes al señor 
Ministro, para luego conocer su opinión al respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Respecto del tema del Frigorífico Anglo, no tengo novedades. Antes de concurrir a esta reunión mantuve 
algunos contactos para conocer los temas que íbamos a trabajar en la tarde de hoy, pero no se me comunicó de éste, aunque sí 
soy consciente de que estuvo presente en la anterior comparecencia. El inventario que hemos podido hacer es que estamos a la 
espera de información que le solicitamos al Banco de Previsión Social, pero me comprometo a la brevedad a reclamarla para poder 
remitirles información al respecto. 


SEÑOR MICHELINI.- Notoriamente, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cuenta con muchos más medios que esta Comisión 
para estudiar algunos temas. En el caso del Frigorífico Anglo -por supuesto que esperaremos la opinión del señor Ministro- la 
sensación que este Legislador tiene es que no pueden seguir pasando los meses sin que los diferentes órganos del Estado den 
una respuesta afirmativa o negativa. Si corresponde, ajustado a Derecho que los integrantes de este Frigorífico se presenten 
administrativamente, hay que hacerlo, y si a opinión del Ministerio o del Banco de Previsión Social no corresponde, después lo 
evaluaremos desde el punto de vista político. Queremos una primera certeza jurídica; hay que dar una respuesta jurídica y legal 
que nadie ha dado todavía y nosotros no estamos en condiciones de hacerlo, pero hay que darla a la brevedad. Si la respuesta es 
positiva, el problema está resuelto y escapa a la Comisión y al Ministerio, pero si es negativa veremos, desde el mundo 
parlamentario político, o incluso desde el Poder Ejecutivo, si a pesar de que jurídicamente no corresponde, igual habría razones de 
justicia -aunque la normativa no la estuviera amparando ahora- para actuar. Pero me parece -reitero- que el paso previo sería dar 
una respuesta formal jurídica. Creo que lo peor de todo es que estamos en omisión, porque si mañana la respuesta resulta 
negativa, cada Partido hará lo que tenga que hacer. Ahora bien; el hecho de que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o el 
Banco de Previsión Social no le aporten a esta Comisión una respuesta jurídica y que, a su vez, nosotros no se la podamos dar a 
los interesados, con el transcurso de los meses -tal vez use una expresión gruesa y el señor Presidente me podrá corregir- parece 
una actitud poco seria hacia quienes nos han planteado su problema. 


SEÑOR MINISTRO.- Quedamos comprometidos a ese respecto. 
El otro tema planteado tiene que ver con la prórroga solicitada por Cerámicas del Sur. 


La política del Poder Ejecutivo con respecto a las prórrogas del Seguro de Desempleo ha sido la de ser lo más amplio posible dada 
la situación que vive el país en materia laboral. No diría que en forma indiscriminada, pero sí manejándonos dentro de 
determinados parámetros, se puede afirmar que a la inmensa mayoría de las solicitudes se les ha dado curso, en lo que representa 
un esfuerzo para toda la sociedad, ya que todo esto tiene un costo. 


Hemos encomendado al señor Subsecretario un seguimiento caso por caso, para analizar si estamos frente a una situación que 
justifique que a través de la firma de un decreto por parte del Ministro y del señor Presidente de la República, se prorrogue el plazo 
original. De esta forma se han podido atender tanto este como otros casos. En lo que tiene que ver específicamente con el tema de 
Cerámicas del Sur, pediría al señor Presidente de la Comisión que permitiera que el señor Subsecretario realizara sus comentarios 
al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quienes leemos el "Diario Oficial" todos los días, tenemos oportunidad de apreciar la certeza en cuanto a 
las prórrogas de los Seguros de Desempleo que hace este Ministerio, así como acerca de lo que acaba de afirmar su titular. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con relación a la empresa Cerámicas del Sur S.A., el Ministerio ha recibido hasta la fecha cinco 
solicitudes de prórroga en las siguientes fechas: 3 y 5 de abril, 26 de julio, y 11 y 13 de setiembre de este año. Hasta el momento, 
se han otorgado tres prórrogas, con fechas 31 de mayo, y 8 y 22 de agosto, cada una por un período de noventa días, y abarcando 
cincuenta y cinco trabajadores en la primera de ellas, seis en la del 8 de agosto, y cincuenta y uno en la del 22 de agosto. A su vez, 
están a estudio las que ingresaron el 11 y el 13 de setiembre, como no podía ser de otra manera y, en ese sentido, el Ministerio ha 
sido sumamente amplio en lo que respecta a la empresa, ya que también se han manejado soluciones por medio de solicitudes 
efectuadas por el propio sindicato, ante la ausencia de solicitudes realizadas por la empresa. En el día de hoy hemos recibido una 
efectuada por la propia empresa por treinta y cuatro trabajadores, que se va a estudiar. Pero la perspectiva que se tiene desde el 
Ministerio es que hoy están comprendidos todos los trabajadores que tienen que ver con el área productiva de la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, agradecemos al señor Ministro, al 
señor Subsecretario y a los señores asesores la información que nos han brindado, y confiamos en que lo que ha quedado 
pendiente será remitido a la brevedad. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, el señor Subsecretario y los señores asesores) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería considerar ahora tres pensiones graciables, que han sido repartidas. 


SEÑOR GARAT.- El procedimiento que siempre hemos seguido en esta Comisión ha sido el de aprobarlas y elevarlas al Senado, 
salvo que aparezcan objeciones muy graves. Por lo tanto, sugeriría que en esta oportunidad actuáramos de igual forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las pensiones graciables a otorgar son las siguientes: a la señora Iris Renée Criscio Soler, viuda del señor 
Camilo Ureña, como reconocimiento a la trayectoria periodística de éste en nuestro medio; a la señora María Olga Gómez de 
Olivera, en virtud de ser descendiente en primer grado de un combatiente de la campaña de 1904; y, finalmente, al señor José Luis 
Parmas Alfaro, quien ha tenido una conocida trayectoria en el campo de la lírica. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se votan:) 

6 en 6. AFIRMATIVA. Unanimidad. 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 16 y 31 minutos) 
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